El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / IMPROCEDENCIA / FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA.
En estas condiciones, en razón a que el accionante no intervino como parte en los procesos objeto del amparo, las decisiones que en su interior se han producido no pueden afectarlo.

Al respecto ha dicho la Corte Constitucional:

“… Estima la Sala que para considerar que una providencia judicial ha vulnerado un derecho fundamental, es necesario que se demuestre que la autoridad judicial ha actuado de forma tal, que no permitió a los afectados con su decisión, hacerse parte dentro del proceso, o que una vez en éste, incurrió en algunas de las causales previstas para que la acción de tutela proceda contra providencias judiciales. Una persona que no ha intervenido dentro de un proceso judicial, y que no actúa como agente oficioso o como apoderado de quien sí lo ha hecho, no podría alegar una vulneración de sus derechos fundamentales como consecuencia de la decisión tomada por la autoridad judicial…”. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

     Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

     Pereira, octubre tres (3) de dos mil dieciocho (2018) 

     Acta No. 383 del 3 de octubre de 2018 

     Expediente No. 66001-22-13-000-2018-00829-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados el señor Augusto Becerra, la Alcaldía de La Virginia, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, ambos de la Regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor que en las acciones populares radicadas bajo los Nos. “2018-354”, “2018-355”, “2018-341”, “2018-342”, “2018-343”, “2018-344”, “2018-345”, “2018-346”, “2018-347”, “2018-348”, “2018-334”, “2018-335”, “2018-336”, “2018-337”, “2018-339” y “2018-349”, en las que actúa, el juzgado accionado se niega a admitirlas y le exige requisitos que no contempla el artículo 18 de la Ley 472 de 1998, en desconocimiento del precedente de esta Sala.

2. Considera lesionados los derechos a la igualdad, al debido proceso y al acceso a la administración de justicia. Para su protección, solicita se ordene: a) al juzgado accionado admitir inmediatamente las demandas populares y b) acreditar por intermedio de qué medio se informará a los terceros interesados en esta acción de tutela y de no hacerlo declarar la nulidad por indebida notificación.
ACTUACIÓN  PROCESAL

1. Mediante proveído del 20 de septiembre último se admitió la tutela y se ordenó vincular al señor Augusto Becerra, a la Alcaldía de La Virginia, al Defensor del Pueblo y al Ministerio Público, ambos de la regional Risaralda. No se mandó hacerlo respecto de las entidades demandadas en los procesos en que encuentra el actor lesionados sus derechos porque no han intervenido en esa actuación.  

2. En el curso de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Procurador Regional de Risaralda señaló que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar,   como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba. Solicita se le desvincule de la actuación.

2.2 La titular del juzgado accionado señaló que las acciones populares radicadas bajos los Nos. 2018-00334, 2018-00335, 2018-00336, 2018-00337, 2018-00339, 2018-00341, 2018-00342, 2018-00343, 2018-00349, 2018-00354 y 2018-00355, fueron inadmitidas por auto del 30 de abril pasado y el 10 de mayo se negó el recurso de reposición formulado por extemporáneo, se declaró inadmisible el de apelación y se ordenó su archivo. Frente a los demás procesos objeto del amparo dijo que, contrario a lo indicado por el actor, no se corresponden a acciones populares.
3. Los demás vinculados guardaron silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar en primer lugar si el demandante se encuentra legitimado para reclamar el amparo solicitado. De serlo, se analizará si procede la acción de tutela para ordenar al juzgado demandado admitir las acciones populares en que actúa el demandante. Solo de serlo, se establecerá si en esas providencias se incurrió en defecto que lesione los derechos fundamentales de que es titular el actor. 

3. Las pruebas documentales incorporadas al expediente, que obran en el disco compacto visible a folio 13 vuelto, acreditan los siguientes hechos:

3.1 El señor Augusto Becerra formuló las acciones populares radicadas bajo los números 2018-00334, 2018-00335, 2018-00336, 2018-00337, 2018-00339, 2018-00341, 2018-00342, 2018-00343, 2018-00349, 2018-00354 y 2018-00355
.

3.2 Por autos del 30 de abril pasado se inadmitieron y se requirió al actor para que suministrara la dirección en la cual recibiría notificaciones y aportara copia de las demandas para el traslado y el archivo
.

3.3 El término de ejecutoria de ese proveído transcurrió en silencio
.
3.4 El 8 de mayo siguiente el actor popular formuló recurso de reposición, en subsidio apelación contra aquella providencia
.

3.5 Por autos del 10 de mayo último la funcionaria accionada decidió negar el trámite del recurso de reposición, al haber sido formulado de manera extemporánea y declaró inadmisible el de apelación. Además ordenó el archivo de las actuaciones
.

3.6 De las piezas procesales remitidas se evidencia que luego de esa providencia no existe actuación posterior. Tampoco que el señor Javier Elías Arias Idárraga haya intervenido en esos procesos. 
3.7 Los procesos radicados 2018-00344, 2018-00345, 2018-00346, 2018-00347 y 2018-00348 no corresponden a acciones populares; el primero es un proceso ordinario laboral y los restantes son acciones de tutela
. 
4. Surge de lo anterior que las acciones populares radicadas 2018-00334, 2018-00335, 2018-00336, 2018-00337, 2018-00339,  2018-00341, 2018-00342, 2018-00343, 2018-00349, 2018-00354 y 2018-00355 fueron formuladas por Augusto Becerra y no por el señor Javier Elías Arias Idárraga, quien tampoco ha sido reconocido allí como coadyuvante.

En estas condiciones, en razón a que el accionante no intervino como parte en los procesos objeto del amparo, las decisiones que en su interior se han producido no pueden afectarlo.

Al respecto ha dicho la Corte Constitucional:

“… Estima la Sala que para considerar que una providencia judicial ha vulnerado un derecho fundamental, es necesario que se demuestre que la autoridad judicial ha actuado de forma tal, que no permitió a los afectados con su decisión, hacerse parte dentro del proceso, o que una vez en éste, incurrió en algunas de las causales previstas para que la acción de tutela proceda contra providencias judiciales. Una persona que no ha intervenido dentro de un proceso judicial, y que no actúa como agente oficioso o como apoderado de quien sí lo ha hecho, no podría alegar una vulneración de sus derechos fundamentales como consecuencia de la decisión tomada por la autoridad judicial…” 
. 
Esa misma línea de pensamiento la sigue la Corte Suprema de Justicia, que en una acción similar a la que es objeto de análisis en esta providencia, resolvió confirmar la decisión proferida por esta Sala respecto a la improcedencia del amparo por falta de legitimación por activa del actor, con sustento en que:

“1. Corresponde a la Corte determinar, inicialmente, si el memorialista está facultado para interponer la tutela y, de superarse lo anterior, si el Juzgado cuestionado vulneró las prerrogativas esenciales aducidas por exigir requisitos inexistentes a los contemplados en el artículo 18 de la Ley 472 de 1998, para la admisión de la acción popular que refiere. 

Lo anterior por cuanto más allá de la especial naturaleza del resguardo constitucional, resulta claro que al mismo no le son ajenos algunos de los presupuestos básicos de ciertos actos procesales, tal cual es el caso de la legitimación en la causa, ya sea por activa o por pasiva. En lo que a la primera modalidad refiere, el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, prevé que «podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos. También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud».
Sobre el alcance jurídico de la disposición legal en cita, la jurisprudencia constitucional sostiene que: «la legitimación por activa en la acción de tutela se refiere al titular de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados o amenazados. Sin embargo, tanto las normas como la jurisprudencia, consideran válidas tres vías procesales adicionales para la interposición de la acción de tutela: (i) a través del representante legal del titular de los derechos fundamentales presuntamente conculcados (menores de edad, incapaces absolutos, interdictos y personas jurídicas); (ii) por intermedio de apoderado judicial (abogado titulado con poder o mandato expreso); y, (iii) por medio de agente oficioso» (CC T-878/07).

2. De acuerdo con ello y revisado el trámite surtido se establece que el peticionario no está facultado para interponer la presente tutela, ya que no fue éste quien promovió la acción popular y mucho menos participó en el proceso siquiera como coadyuvante…” 

 
Puede entonces concluirse que el aquí accionante carece de legitimación en la causa para controvertir decisiones adoptadas en los citadas procesos judiciales en el que no ha intervenido y por tal razón la tutela resulta improcedente.

5. Diferente panorama se presenta respecto de los procesos radicados 2018-00344, 2018-00345, 2018-00346, 2018-00347 y 2018-00348, pues de conformidad con las pruebas allegadas estos no corresponden a acciones populares.

En estas condiciones los hechos en que se fundamentó el amparo, respecto de esos procesos, no guarda relación con la realidad.
La Corte Suprema de Justicia, en proceso de tutela propuesta por quien en este asunto actúa como demandante, en el que también se relataron hechos que no guardaban relación con lo acaecido en el proceso en el que el peticionario encontraba la lesión de sus derechos, dijo:

“Visto lo anterior, la Corte advierte que tal como lo indicó el Tribunal a quo, no es viable entrar a examinar las puntuales inconformidades del actor, puesto que los planteamientos plasmados en el escrito de tutela, no guardan alguna relación con lo actuado dentro del asunto 2015-01053-00, por cuanto, no se avizora que la autoridad accionada haya rechazado de plano la demanda del tutelante por falta de competencia, sino al contrario, lo que aconteció fue que la inadmitió para que él realizara unas aclaraciones y aportara unas pruebas, empero, como aquél no cumplió con la carga, se rechazó la demanda.

Se refuerza lo preanotado, porque el auto que “rechazó” la demanda por no haberse subsanado se profirió el 29 de abril de 2016, es decir, con posterioridad a la presentación del presente auxilio, y bajo esa circunstancia, no es posible analizar los descontentos del tutelante, itérese, la falta de congruencia entre lo relatado en el escrito de tutela y lo que se adelantó en el juicio; además, tampoco se observó que la autoridad querellada hubiese rechazado algún recurso de apelación por improcedente…”

Por tanto la acción de tutela debe ser negada.
6. Se negará la petición tendiente a que se informe cuáles medios se utilizarían para notificar a los vinculados en esta acción y de no hacerlo decretar la nulidad, porque: a) en el expediente se encuentran las constancias secretariales que evidencian la manera como fueron notificados esos intervinientes y b) al verificar el proceso no se advierte la irregularidad alegada de indebida notificación.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E 

PRIMERO: Se declara improcedente la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados el señor Augusto Becerra, la Alcaldía de La Virginia, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, ambos de la Regional Risaralda, respecto de las acción populares 2018-00334, 2018-00335, 2018-00336, 2018-00337, 2018-00339, 2018-00341, 2018-00342, 2018-00343, 2018-00349, 2018-00354 y 2018-00355 y se niega en relación con los procesos radicados 2018-00344, 2018-00345, 2018-00346, 2018-00347 y 2018-00348.
SEGUNDO: Se niega la petición tendiente a que se informe cuáles medios se utilizarían para comunicar a los vinculados en esta tutela y de no acceder a ello decretar la nulidad por indebida notificación.

TERCERO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folios 2 y 3 de los archivos que corresponde a cada acción popular


� Folios 4 y 5 de los archivos que corresponde a cada acción popular


� Folios 6 y 7 de los archivos que corresponde a cada acción popular


� Folio 7 y 8 de los archivos que corresponde a cada acción popular


� Folios 8, 9 y 10 de los archivos que corresponde a cada acción popular


� Ver archivo denominado “libro radicador”


� Sentencia T-1232 de 2004, reiterada en la T-510 de 2006.


� Sala de Casación Civil. Magistrado Ponente: Dr. Luis Alonso Rico Puerta, sentencia del  SSTC5295-2017 del 19 de abril de 2017 radicado No. 6001-22-13-000-2017-00202-01


� Sala de Casación Civil, sentencia de tutela del 9 de junio de 2016, MP: Dr. Luis Alfonso Rico Puerta, radicación 66001-22-13-000-2016-00515-01





6

